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NULIDAD EN TUTELA/ Incompleta integración del contradictorio

“(…) el Juez A-quo debió proceder a vincular al presente asunto a (…) médico Fisiatra quien realizara el proceso de rehabilitación del actor y le diera de alta, y al (…) especialista tratante (…) quien además considera que él no debió ser dado de alta. Igualmente (…) a la representante legal de la fábrica MEGAMOBLAR SAS., toda vez que el actor aún se encuentra laborando y es importante establecer si la ARL le ha dado indicaciones a su empleador respecto de las condiciones de trabajo que él debe tener (…) Por tanto de llegarse a dar (…) órdenes que deban ser cumplidas por alguno de los mencionados que no fue vinculado, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa (…)”

“Finalmente (…) la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la liquidación de la EPS SALUDCOOP, y que es de público conocimiento que la atención de los usuarios de esa EPS fue asignada a la EPS CAFESALUD, se hace necesario ordenar que se haga su vinculación (…)”  

Cita: Corte Constitucional, auto 115 de 2008.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por la accionada ARL POSITIVA, contra la decisión adoptada el 3 de noviembre de 2015 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, que tuteló los derechos fundamentales invocados por el ciudadano JORGE ARTURO RUIZ MAJÍN, en contra de esa entidad y la EPS Saludcoop.
ANTECEDENTES

Relata el señor Jorge Arturo que desde hace varios años labora como ebanista para la fábrica MEGAMOBLAR SAS, en razón de ello, se encuentra afiliado a la EPS Saludcoop y a la ARL Positiva. Hace saber, que el 7 de marzo de 2015 sufrió un accidente laboral con una de las maquinas que se utilizan en su trabajo, ese mismo día fue atendido y el 16 de abril de ese mismo año, se le diagnosticó una “Neuropraxia de leve a moderada”, toda vez que la lesión sufrida le comprometió la rama sensitiva y motora del nervio mediano izquierdo a nivel de la muñeca, por tanto el médico tratante le ordenó no alzar pesos mayores a 5KG y realizarse 10 sesiones de fisioterapia. Posteriormente, el 25 de mayo, el galeno en consulta de control, le indicó que debía continuar con las restricciones para el levantamiento de peso y tomando analgésicos para el dolor. 

Afirma el actor, que el 15 de septiembre de 2015 fue a la Clínica los Rosales para ser atendido por urgencias, ya que presentaba dolor y edema en la mano lesionada, allí le informaron que debía ser atendido por su aseguradora de riesgos laborales, esto es la ARL Positiva, pero al momento de solicitarle la atención, la misma le fue negada bajo el argumento de que su caso se encontraba cerrado sin secuelas de su AT, puesto que la lesión de la rama sensitiva del nervio mediano izquierdo ya estaba resuelta, en razón de ello, le sugirieron que fuera a la EPS a la cual se encontrara afiliado. 
De acuerdo a lo anterior, al día siguiente fue atendido en Saludcoop en donde le formularon tramadol para el dolor y fue incapacitado por 8 días; en el control que se le realizó el 30 de septiembre de 2015, el médico tratante nuevamente le da recomendaciones restringiendo el peso que puede cargar a máximo 5KG además de no someter la muñeca a vibraciones. Como los dolores continuaron, informa que el 5 de octubre de ese año, se acercó a su ARL para solicitar citar con el médico que cerró su caso, sin embargo la misma le fue negada argumentando que él ya tenía una calificación de pérdida de capacidad laboral equivalente al 0%, sin secuelas derivadas del accidente de trabajo, reiterándole que por ello la atención médica debía serle prestada por la EPS.  
Indica el actor, que apenas el 9 de octubre de 2015, le fue notificado el resultado de la evaluación que le hicieran para determinar su porcentaje de pérdida de capacidad laboral la cual arrojó un porcentaje del 0%, situación con la cual no se encuentra de acuerdo, porque no entiende cómo es que la ARL puede someter su caso a estudio cuando él aún no ha terminado su tratamiento de recuperación, especialmente si esa compañía le suspendió desde hace varios meses la atención médica integral a la que tiene derecho como consecuencia de su accidente de origen laboral.  

Afirma el señor Ruiz que apelara el dictamen, sin embargo considera que la accionada ARL está vulnerando sus derechos fundamentales, puesto que no le brinda la atención médica que requiere a pesar de que él aún continúa en tratamiento como consecuencia del accidente laboral que padeció, además en razón de ello quedó con una serie de restricciones para cargar peso y manejar ciertas maquinas, situación que es complicada si se tiene en cuenta que ha debido regresar a su empleo en la ebanistería de la fábrica de muebles Megamoblar SAS., el que le implica que debe cargar troncos de madera, muebles entro objetos, todos ellos bastante pesados, además de la maquinaria que se utiliza en su labor aparte de ser pesada genera vibraciones, lo cual también tiene restringido. 
Asegura que el Cirujano Ricardo Bonilla, quien es el especialista que lo atiende, no comprende, al igual que él, las razones por las cuáles la ARL cerró su caso cuando es evidente que él aún no se ha recuperado y que todavía tiene dificultades para desempeñar sus labores en la empresa Megamoblar SAS., empresa que además certifica su precaria condición de salud toda vez que se le dificultad realizar sus labores como ebanista. 

Por todo lo narrado, considera el señor Ruiz Majín que la ARL Positiva está vulnerando sus derechos fundamentales, puesto que se niega a prestarle una atención médica integral (atención médica y pago de incapacidades) a pesar de que su padecimiento es la consecuencia de un accidente de origen laboral; por otra parte asegura que tampoco puede darse el lujo de arriesgarse a perder su empleo, puesto que su profesión siempre ha sido la de ebanista y de su salario dependen no sólo él si no su esposa y sus dos menores hijas también. 

Por todo lo anterior, solicita de la judicatura que protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a las entidades accionadas que cada una dentro del ámbito de sus competencias le brinde de manera inmediata la atención médica integral y constante con relación a la lesión que sufriera en su mano izquierda el 7 de marzo de 2015. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Sexto Penal del Circuito local, mediante auto del 20 de octubre de 2015 admitió la petición de amparo interpuesta, negó la medida cautelar solicitada y dispuso la notificación a las accionadas en la forma indicada en la Ley. Una vez allegadas las respuestas y después de efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante sentencia del 3 de noviembre de 2015, decidió tutelar los derechos fundamentales invocados por el demandante, y en consecuencia le ordenó a la Aseguradora de Riesgos Laborales Positiva Compañía de Seguros, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de la presente decisión, procediera a autorizarle todos los exámenes que se encuentren pendientes de serle practicados al actor para el diagnóstico del estado actual de la lesión que sufriera el 7 de marzo de 2015 cuando se encontraba desempeñando sus labores como ebanista; igualmente dispuso que dicha ARL le debía continuar prestando la atención para la rehabilitación integral para la patología que padece el accionante por cuanto aún se encuentra pendiente de ser resultó el recurso de apelación que el accionante interpusiera en contra de la calificación de pérdida de capacidad laboral que se le hiciera. Finalmente, desvinculó del presente asunto a la EPS Saludcoop. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, la Apoderada del Representante Legal de la ARL Positiva Compañía de Seguros, presentó escrito de impugnación en el cual indica que el señor Jorge Arturo Ruiz Majín fue sometido a todo el proceso de rehabilitación pertinente y que fue dado de alta por cuanto según la última valoración médica que se le realizara no presentaba dolor ni limitaciones funcionales relacionadas con el evento. En ese orden, se procedió a realizarle la calificación de la pérdida de capacidad laboral que dio como resultado un porcentaje del 0%, decisión que se le notificó al accionante el 9 de octubre de 2015. 
Así las cosas, afirma que su responsabilidad con el actor culminó y que por tanto la prestación de los servicios asistenciales y económicas que requiera deben ser suministradas por la EPS y la AFP a la cual se encuentre afiliado de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º del decreto 1295 de 1994. En razón de ello, solicitó la revocatoria del fallo de primera instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar, si el fallo de instancia es o no acorde tanto a derecho como a la realidad fáctica planteada de tal manera que deba ser confirmado o si por el contrario el actuar de la accionada ARL ha sido diligente en lo que es de su competencia y por tanto la decisión adoptada debería de ser revocada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el señor Jorge Arturo presenta acción de tutela en contra de la ARL Positiva Compañía de Seguros, toda vez que desde el 7 de marzo de 2015 sufrió un accidente laboral en la mano izquierda, razón por la cual aún presenta limitaciones laborales y dolor, sin embargo la mencionada ARL se ha negado a continuar brindándole la atención médica para su lesión toda vez que se le realizó proceso de rehabilitación y fue dado de alta por parte del fisiatra tratante, razón por la que posteriormente su caso fue analizado por parte del profesional idóneo de esa entidad para ese tipo de asuntos, quien determinó que el actor presentaba una pérdida de capacidad laboral como consecuencia de la lesión sufrida equivalente al 0%, situación que implicó el cierre del caso. Dice el señor Jorge no estar de acuerdo toda vez que aún continúa padeciendo de fuertes dolores y tiene limitaciones para desempeñar sus labores como ebanista en la fábrica Megamoblar SAS., razón por la cual su médico tratante aún no entiende las razones por las cuáles fue dado de alta. 
Teniendo en cuenta lo anterior, mediante auto del 20 de octubre de 2015, el Juez de primer nivel emitió auto mediante el cual admitió la acción de tutela y ordenó correr el traslado de la misma a las accionadas, quienes se notificaron en debida forma. 
Sin embargo, teniendo en cuenta lo manifestado por el accionante en su escrito, y en aras de tratar de ofrecerle una real solución a sus problemas, el Juez A-quo debió proceder a vincular al presente asunto a los galenos ALBERTO RESTREPO, médico Fisiatra quien realizara el proceso de rehabilitación del actor y le diera de alta, y al Cirujano Plástico RICARDO BONILLA BONILLA, especialista tratante del paciente accionante, quien además considera que él no debió ser dado de alta. Igualmente, se debió vincular a la representante legal de la fábrica MEGAMOBLAR SAS., toda vez que el actor aún se encuentra laborando y es importante establecer si la ARL le ha dado indicaciones a su empleador respecto de las condiciones de trabajo que él debe tener o si ha sugerido su reubicación laboral. Por tanto de llegarse a dar en esta instancia, órdenes que deban ser cumplidas por alguno de los mencionados que no fue vinculado, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar  toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 3 de noviembre de 2015, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto a los galenos ALBERTO RESTREPO, médico Fisiatra quien realizara el proceso de rehabilitación del actor y le diera de alta, y al Cirujano Plástico RICARDO BONILLA BONILLA, especialista tratante del paciente accionante, quien además considera que él no debió ser dado de alta. Igualmente, a la representante legal de la fábrica MEGAMOBLAR SAS., toda vez que el actor aún se encuentra laborando y es importante establecer si la ARL le ha dado indicaciones a su empleador respecto de las condiciones de trabajo que él debe tener o si ha sugerido su reubicación laboral.
Finalmente, toda vez que mediante Resolución No. 2414 de 2015 la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la liquidación de la EPS SALUDCOOP, y que es de público conocimiento que la atención de los usuarios de esa EPS fue asignada a la EPS CAFESALUD, se hace necesario ordenar que se haga su vinculación y posterior remisión de la presente acción constitucional, toda vez que de ser revocada la decisión de desvincular a la liquidada Saludcoop, y de llegarse a emitir orden alguna que deba cumplir, quien debería hacerlo sería la EPS a la que el actor fue trasladado, esto es Cafesalud situación que vulneraría sus derechos de defensa y debido proceso toda vez que no fue vinculada en debida forma, aunque ello se deba a razones ajenas al Despacho de primer nivel.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 3 de noviembre de 2015, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, ya que se hace necesario vincular al presente asunto a los galenos ALBERTO RESTREPO, médico Fisiatra quien realizara el proceso de rehabilitación del actor y le diera de alta, y al Cirujano Plástico RICARDO BONILLA BONILLA especialista tratante del paciente accionante, quien además considera que él no debió ser dado de alta. Igualmente, a la representante legal de la fábrica MEGAMOBLAR SAS. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: ORDENAR la vinculación al presente asunto de la EPS CAFESALUD toda vez que a raíz de la liquidación de Saludcoop EPS, entidad a la cual se encontraba afiliado el accionante, el mismo fue trasladado a esa entidad, ello por las razones dadas en la parte motiva de esta decisión.  
TERCERO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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